PROYECTO DE COMUNICACIÓN





    La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los Ministerios de Gobierno, Justicia y Culto; Educación; Salud y Medio Ambiente; Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria y Juzgado de Menores, considere la posibilidad de rediseñar proyectos de gestión interdisciplinarios en el marco de la delincuencia infantil y juvenil que afecta a la sociedad.





























Señor Presidente:


                             Las últimas décadas del siglo veinte vieron crecer la preocupación por la delincuencia juvenil en muchos países, especialmente en América Latina.


    El fenómeno en la Argentina se dio en el marco del crecimiento del delito.  Basta señalar que hacia 1973 se denunciaban en todo el país 236.000 hechos delictivos y que en el año 2000, con provincias enteras como Mendoza sin información o trimestres faltantes en la estadística de la Provincia de Buenos Aires, se llega a 1.200.000 delitos, más de cinco veces el crecimiento de delitos, con una población que no aumentó  más del 50% en el mismo período.


    De toda esa masa de delitos, el 2% es cometido por niños de hasta 14 años de edad, otro tanto por adolescentes de entre 15 y 16 años y una proporción mayor por jóvenes de 18 a 21 años, en edad plenamente imputable y régimen penal de adultos.


    El grueso de los delitos es cometido por jóvenes adultos de 21 a 25 años que conforman un sector importante de la población carcelaria del país.  Esto nos lleva a sostener que la República Argentina es un país de delito joven pero también de delito infantil sobre todo en los últimos tiempos.


    Las cifras que registran estadísticas de delitos cometidos por niños y jóvenes en este año 2002, demuestran que va en aumento en forma alarmante (142% datos de la Subsecretaría de Minoridad bonaerense).


    Las cifras no se desprenden de sentencias condenatorias, sino del comienzo de un proceso penal.


    Entre enero y junio de este año, son numerosas las capturas de menores presuntamente implicados en la comisión de delitos “comunes”, tenencia de armas de guerra, como también de robos o privación ilegítima de la libertad tanto en nuestra provincia como en el resto del país.


    La crisis socio-económica, sumada a una nueva cultura marginal y a la disponibilidad de drogas y armas, suscitan una criminalidad juvenil en ascenso, según especialistas vinculados a la minoridad.


    En la medida en que no logremos resolver las necesidades básicas, la creciente exclusión social es un caldo de cultivo, para que la sociedad se predisponga culturalmente a la violencia.


    Las condiciones externas pueden favorecer la pobreza moral, la pérdida de valores, la anomia.  Hay gente que ha sido excluída y no reconoce ninguna regla social.


    Sabemos que el sistema está colapsado y con escasos recursos financieros; los institutos que albergan a menores, en conflicto con la ley penal, no tienen infraestructura adecuada para mantenerlos detenidos, por lo que permanecen en comisarías y que el crecimiento de la delincuencia infantil y de adolescentes no ha sido acompañado con una evolución acorde con la infraestructura estatal.


    Los hechos más resonantes producidos en estos últimos tiempos en nuestro país, son la toma de rehenes, transmitidos en directo por TV, protagonizados por adolescentes.


    Atento a ello, es necesario actuar sobre causas y efectos; rediseñar proyectos de gestión que obliguen a optimizar al máximo los recursos con que contamos.


    Proyectos interdisciplinarios donde los chicos tengan posibilidades concretas de resocializarse.


    Hacer una revisión de todo el sistema de internaciones.  Cada institución debe rediseñar su proyecto y apelar a medidas alternativas y a la construcción familiar y escolar.


    Recordemos que:


armas y drogas, productos del mundo del adulto, son las que han cambiado la cara del delito juvenil llenando de violencia y de muerte;


es el delito de los adultos (reprochable por cierto) el que está destruyendo las pautas de convivencia social;


para evitar las infracciones adolescentes se debe reforzar a la familia como elemento natural y fundamental de sociedad en términos constitucionales;


se debe tratar al niño con problemas, en un marco preferentemente educativo más que represivo, para evitar hacer de un precoz transgresor un delincuente convencido de su calidad de tal.


    En suma, el refuerzo de la función paterna, debilitada y ausente en la sociedad de nuestro tiempo, es ineludible y sumamente importante.


    Por último y para mejor proveer, se deja constancia de datos suministrados por la Unidad Regional I del Dpto. La Capital dependiente de la Policía de la Provincia de Santa Fe                                                     respecto al tema que nos ocupa y por solo dar un ejemplo:


         Departamento La Capital: 


                                                  Año 2001: se registran 650 menores con causa por distintos delitos.


                                                  Año 2002: desde enero hasta el 30 de julio: se registran 573 menores con causa por distintos delitos.  Se calcula que esta cifra se duplicará para fines de este año.


    La edad de los menores, oscila entre 14 y 17 años.


    Los delitos que ocupan los dos primeros lugares son:


Delito contra la propiedad.


Delito contra las personas.


    Atento a lo expuesto, solicito de mis pares la aprobación al presente proyecto.


    











